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EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003 / TIENE DERECHO / MOTIVOS AJENOS A SU VOLUNTAD - No obstante, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que para otorgar el derecho a la pensión de sobrevivientes, al cónyuge supérstite separado de hecho no le basta con acreditar cinco años de convivencia ininterrumpida en cualquier tiempo, pues el operador judicial debe realizar una interpretación sistemática que involucre lo previsto en el artículo 46 ibídem, en el que se exige que quien alega la condición de beneficiario de la pensión pertenezca al grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido.
(…)

Se dejó allí dicho también, que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.

(…)

Conforme con lo expuesto, al haberse presentado una interrupción en el año 2013 en la convivencia entre el señor Ricardo Rivera Gómez, fallecido el 14 de mayo de 2015, y la señora María Cecilia Morales Vélez, evidente es que no se cumple el requisito de convivencia exigido a las compañeras permanentes en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003; motivo por el que no es posible reconocer a favor de la señora María Cecilia Morales Vélez la pensión de sobrevivientes que reclama, como acertadamente lo decidió la falladora de primera instancia.

(…)

Respecto al requisito consistente en que el vínculo entre los cónyuges se haya mantenido vivo y actuante hasta la fecha del deceso, si bien en el proceso quedó acreditado que el señor Ricardo Rivera Gómez y la señora Carmen Tulia Ospina después del año 2006 intentaron reactivar su relación conyugal en varias oportunidades, siendo la última en el año 2013, la verdad es que después de esa separación no se brindó información tendiente a establecer si ellos continuaban brindándose acompañamiento espiritual permanente o apoyo económico, es decir, que el vínculo matrimonial permaneciera vivo y actuante. No obstante, lo que sí quedó demostrado fue que la separación entre ellos se produjo por razones ajenas a la voluntad de la señora Carmen Tulia Ospina, más precisamente, fue él quien decidió abandonar el hogar que conformaba con ella para iniciar una relación marital de hecho con la señora María Cecilia Morales Vélez, al punto que cada que él quiso intentar restablecer le relación conyugal, ella, su cónyuge, siempre lo recibió con la esperanza de reconstruir su matrimonio.

Así las cosas, al quedar probado entonces que no fue voluntad de la señora Carmen Tulia Ospina separarse del señor Ricardo Rivera Gómez, tiene derecho a que se le reconozca como beneficiaria del afiliado fallecido y en consecuencia que se le reconozca el 50% de la pensión de sobrevivientes que dejó en suspenso la AFP Protección S.A., a partir del 14 de mayo de 2015, la cual equivale al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, teniendo derecho a que acrezca el valor de la mesada a partir del momento en el que los hijos menores del causante cumplan la mayoría de edad o eventualmente hasta cuando cumplan 25 años de edad si han continuado sus estudios.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
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Hoy, veinticinco de abril de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 30 de octubre de 2017, dentro del proceso promovido por la señora MARÍA CECILIA MORALES VÉLEZ en contra de la AFP PROTECCIÓN S.A. en el que también se encuentra vinculada como interviniente ad excludendum la señora CARMEN TULIA OSPINA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2017-00026-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Cecilia Morales Vélez que la justicia laboral declare que en su calidad de compañera permanente del señor Ricardo Rivera Gómez se le reconozca la pensión de sobrevivientes que él dejó causada con su deceso y con base en ello aspira que se condene a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 14 de mayo de 2015, la indexación de las sumas reconocidas o de manera subsidiaria los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El señor Ricardo Rivera Gómez falleció el 14 de mayo de 2015, momento en el que finalizó una convivencia continua e ininterrumpida que había iniciado el 4 de marzo de 2001; en esa relación procrearon un hijo nacido el 3 de marzo de 2012 y que responde al nombre de Juan Diego Rivera Morales; tenían asentada su convivencia en la carrera 10 Nº 28-25, barrio La Victoria de la ciudad de Pereira; su compañero permanente la tenía afiliada como beneficiaria en salud; ella fue quien realizó todas las gestiones para la inhumación del cadáver del causante; el afiliado fallecido estuvo casado con la señora Carmen Tulia Ospina, unión de la cual nació el joven Víctor Manuel Rivera Ospina; la AFP demandada reconoció a favor de los hijos del causante la pensión de sobrevivientes en 50%, dejando en suspenso el restante 50% para que la justicia ordinaria laboral sea quien determine quien acredita la calidad de beneficiaria de la prestación.
Al dar respuesta a la demanda –fls.54 a 59- la AFP Protección S.A. aceptó que le reconoció a los hijos menores de edad del señor Ricardo Rivera Gómez el 50% de la pensión de sobrevivientes causada con su deceso y que dejó en suspenso el otro 50% de la prestación, en los términos señalados anteriormente. Respecto a los demás hechos dijo que no le constaban. No se opuso a las pretensiones manifestando que se atienen a lo que resulte demostrado en el proceso. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones” y “Innominada o genérica”.
Por su parte, la señora Carmen Tulia Ospina, luego de ser notificada del auto admisorio de la demanda, se pronunció respecto a lo enunciado por la demandante –fls.113 a 117- aceptando que es la cónyuge del señor Ricardo Rivera Gómez e igualmente el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a favor los hijos menores del causante, y aclaró que con ella tuvo otro hijo, mayor de edad para la fecha del deceso. Expresó también que el afiliado fallecido no convivió con persona diferente a ella. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Cobro de lo no debido”, “Prescripción”, “Inexistencia del derecho”, “Genérica”.

Por medio de escrito visible a folios 127 a 134 del expediente, la señora Carmen Tulia Ospina interpuso demanda de tercero excluyente, por medio de la cual aspira que se condene a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar a su favor la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Ricardo Rivera Gómez a partir del 14 de mayo de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Narró que: Luego de convivir en unión marital de hecho con el señor Ricardo Rivera Gómez desde el año 1987, decidieron contraer matrimonio el 23 de diciembre de 2000, convivencia que finalizó el 14 de mayo de 2015 cuando él falleció; ante la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la AFP demandada le reconoció a los menores Víctor Manuel Rivera Ospina y Juan Diego Rivera Morales la pensión de sobrevivientes en un 50% y dejó en suspenso el otro 50% de la prestación como ya se dijo; si bien el causante tuvo una relación con la señora María Cecilia Morales Vélez, para el momento del deceso ya se encontraba extinta.
Al contestar la demanda –fls.147 a 150- la demandante inicial se opuso a las pretensiones de la señora Carmen Tulia Ospina, reiterando que quien tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes es ella. Formuló las excepciones de fondo que denominó “Falta de legitimación en la causa” y “Genérica”.
A su turno, la AFP accionada al responder la demanda de tercero excluyente –fls.153 a 158- expresó que no se opone a las pretensiones y que se atiene a lo que resulte probado en el proceso, y posteriormente planteó las mismas excepciones de mérito propuestas en contra de la demanda inicial.

En sentencia de 30 de octubre de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que las demandantes no tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes que reclaman, pues en el caso de la señora Carmen Tulia Ospina, cónyuge supérstite, si bien tenían el vínculo matrimonial vigente para el momento en que se produjo el deceso del señor Ricardo Rivera Gómez, la verdad es que la convivencia entre ellos tuvo varías rupturas, presentándose la última de ellas en el año 2013 cuando intentaron restablecer el hogar, pero no lo lograron, por lo que al quedar demostrado que después de la separación final no mantuvieron vivo y actuante la relación, no hay lugar a reconocerle el status de beneficiaria. Y en cuanto a la señora María Cecilia Morales Vélez, porque quedó acreditado que entre ellos se presentaron varias interrupciones en la convivencia, siendo la última de ellas precisamente en el año 2013 cuando el causante y su cónyuge intentaron restablecer la unión matrimonial, evidenciándose entonces que entre los compañeros permanentes no hubo una convivencia continua e ininterrumpida dentro de los cinco años anteriores al deceso.

Por lo expuesto absolvió a la AFP accionada de las pretensiones de las demandas.

Al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de la demandante inicial y de la interviniente ad excludendum, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor. 
En este estado se corre traslado a los apoderados para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditaron las señoras María Cecilia Morales Vélez y Carmen Tulia Ospina los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 para que se les reconozca la calidad de beneficiaras del señor Ricardo Rivera Gómez?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE AL DERECHO DE LOS CÓNYUGES SUPÉRSTITES A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

En un primer momento en sentencia de 5 de abril de 2005 radicación Nº 22.560, rememorada en providencia de 20 de mayo de 2008 radicación Nº 32.393, la Sala de Casación Laboral expresó que el nuevo texto introducido por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 a los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, le hizo mantener la postura de que tanto los cónyuges supérstites como los compañeros permanentes, deben demostrar que convivieron de manera continua e ininterrumpida con el causante dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al deceso, para acceder a la pensión de sobrevivientes.

Posteriormente en sentencia de 4 de noviembre de 2009 Rad. 35809, reiterada en providencias de 28 de octubre de 2009 Rad. 34899, 1° de diciembre de igual año Rad. 34415 y 31 de agosto de 2010 Rad. 39464, la Corte puntualizó que cada caso en concreto debía de analizarse, en consideración a que puede suceder que la interrupción de la convivencia obedezca a una situación que no conlleve la pérdida del derecho, pues puede pasar que la convivencia no se haya interrumpido por la ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros; eventos en los que deberá reconocerse la pensión de sobrevivientes cuando se acrediten cinco años de convivencia con anterioridad al deceso, a pesar de esa ausencia física durante ese lapso o parte de éste.

En sentencia de 29 de noviembre de 2011 Rad. 40055, la Sala de Casación Laboral amplió el anterior criterio, expresando que cuando concurran a reclamar la pensión de sobrevivientes cónyuge supérstite y compañero permanente, la convivencia de cinco años para el primero puede ser cumplida en cualquier tiempo, siempre y cuando a la fecha del deceso se encuentre vigente el lazo matrimonial. Pero en decisiones de 24 de enero y 13 de marzo de 2012, Rads. 41637 y 45038 respectivamente, la Corte extendió la mencionada interpretación, en el sentido de que tal situación también debe aplicarse en aquellos casos en los que no concurran compañeros permanentes y se presente a reclamar el cónyuge supérstite separado de hecho con vínculo matrimonial vigente para el momento del deceso, a quien como se dijo atrás, le bastará demostrar que convivió con el causante durante un periodo no inferior a cinco años continuos e ininterrumpidos en cualquier tiempo.

No obstante, la Alta Magistratura en sentencia SL 12442 de 15 de septiembre de 2015 radicación Nº 47.173, señaló que para otorgar el derecho a la pensión de sobrevivientes, al cónyuge supérstite separado de hecho no le basta con acreditar cinco años de convivencia ininterrumpida en cualquier tiempo, pues el operador judicial debe realizar una interpretación sistemática que involucre lo previsto en el artículo 46 ibídem, en el que se exige que quien alega la condición de beneficiario de la pensión pertenezca al grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido. Explicó en la providencia en cita que:

“…el amparo se concibe en la medida en que quien reivindica el derecho merezca esa protección, en cuanto forma parte de la familia del causante en la dimensión en que ha sido entendida por la jurisprudencia de la Sala, referida en el caso de los cónyuges, a quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo -elemento esencial del matrimonio según el artículo 113 del C.C.- entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico, aún en casos de separación y rompimiento de la convivencia…”.

Se dejó allí dicho también, que aun en los eventos en los que no se mantenga vivo y actuante el vínculo en los términos expuestos anteriormente, podrá aspirar el cónyuge supérstite a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando demuestre que el alejamiento se produjo por situaciones ajenas a su voluntad.

EL CASO CONCRETO

Según comunicación CC13454589 de 27 de octubre de 2016 emitida por la AFP Protección S.A. –fls.99 a 101- el señor Ricardo Rivera Gómez, fallecido el 14 de mayo de 2015 como se evidencia en el registro civil de defunción –fl.62-, dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios al haber cotizado la densidad de semanas exigidas en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

En esa comunicación, la AFP accionada reconoce a favor de los hijos menores de edad del causante, Juan Diego Rivera Morales y Víctor Manuel Rivera Ospina, el 50% de la pensión de sobrevivientes y deja en suspenso el restante 50% de la prestación con el objeto de que sea la jurisdicción ordinaria laboral quien defina si es la señora Carmen Tulia Ospina en su calidad de cónyuge supérstite o la señora María Cecilia Morales Vélez en calidad de compañera permanente, quien acredita el derecho a que se le reconozca la prestación económica.
En el interrogatorio de parte, la señora María Cecilia Morales Vélez básicamente indicó que conoció al señor Ricardo Rivera Gómez aproximadamente en el año 2002, concretándose la relación marital en el año 2002, sabiendo ella que él estaba casado con la señora Carmen Tulia Ospina, de quien se separó en el año 2006 para irse a vivir definitivamente con ella; que en ese año 2006 se fueron a vivir a Cúcuta, en donde estuvieron más o menos 2 años, al cabo de los cuales retornaron a la ciudad de Pereira; en esos años venideros ellos tuvieron varias separaciones debido a que Ricardo intentó restablecer su relación con Carmen Tulia, sin embargo, se volvía y se separaba de su cónyuge con el fin de volver con ella, sin embargo, después de la última separación, respecto de la cual no dio ninguna fecha, sostuvo que se quedó definitivamente con ella hasta el día de su fallecimiento.

Por su parte la señora Carmen Tulia Ospina, cónyuge del señor Ricardo Rivera Gómez desde el 23 de diciembre de 2000, como consta en el registro civil de matrimonios expedido por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira –fl.118-, en el que no se evidencian notas marginales que indiquen que entre ellos se presentó cesación de efectos civiles del vínculo, en el interrogatorio de parte informó que conoció en Cúcuta al señor Ricardo Rivera Gómez aproximadamente en el año 1984, conviviendo con él esa capital durante aproximadamente 10 años; que después de esa época se radicaron en la ciudad de Pereira, contrayendo matrimonio en la fecha relacionada anteriormente; que su convivencia se vio interrumpida en el año 2006 cuando él decidió irse del hogar para establecer una relación con la señora María Cecilia Morales Vélez, con quien partió en ese momento hacia la ciudad de Cúcuta, radicándose allí durante 2 años; que una vez retornó a Pereira, en varias oportunidades interrumpió la convivencia con la señora Morales Vélez con el objeto de restablecer la relación conyugal que tenía con ella, sin embargo, a pesar de que lo intentaban, él se iba siempre a vivir con la compañera permanente; sin indicar fechas, expresó que intentaron rehacer el hogar, pero no fue posible, momento en el que él decidió irse para donde María Cecilia, con quien estuvo hasta el 14 de mayo de 2015 cuando falleció.

Con el objeto de que dieran detalles de la situación, la señora Morales Vélez solicitó que fueran escuchados los testimonios de Henry Herrera Henao y Luz Amparo García y la demandante ad excludendum pidió que se oyeran las declaraciones de Marlene Sánchez y María Nancy Grisales Ospina.

Los testigos de la parte actora fueron coincidentes en manifestar que como amigos y vecinos del señor Ricardo Rivera Gómez y la señora María Cecilia Morales Vélez pueden dar fe de que ellos convivieron de manera continua e ininterrumpida durante aproximadamente 14 años, que son conocedores que entre ellos no medió separación alguna y que la convivencia siempre se dio en la ciudad de Pereira. No obstante, como lo confesó la señora Morales Vélez, entre ella y su compañero permanente si se presentaron, no una, sino varias interrupciones en la convivencia, y adicionalmente, la convivencia entre ellos no se asentó únicamente en la ciudad de Pereira, pues como lo dijo, en el año 2006 se fueron a vivir durante un par de años a la ciudad de Cúcuta; motivo por el que no es posible darles el valor probatorio pretendido a los dichos de los testigos de la accionante inicial.
Por su parte, los testigos oídos por petición de la señora Ospina, esto es, las señoras Marlene Sánchez y María Nancy Grisales Ospina, ésta última hermana de la señora Carmen Tulia Ospina, coincidieron con lo expresado por las demandantes, en el sentido de informar que el señor Ricardo Rivera Gómez inició una relación marital de hecho con Carmen Tulia aproximadamente en el año 1984 en la ciudad de Cúcuta, en donde estuvieron viviendo 10 años; que pasados esos 10 años volvieron a la ciudad de Pereira, en donde siguieron conviviendo hasta que decidieron casarse en el año 2000; la convivencia entre los cónyuge se vio interrumpida en el año 2006 cuando Ricardo abandonó su hogar, para irse a vivir con la señora María Cecilia Morales Vélez, yéndose a vivir la pareja a la ciudad de Cúcuta en donde vivieron más o menos un año y medio o dos años; que después de ese periodo ellos volvieron a Pereira, y a partir ese momento fueron varias las oportunidades en que Ricardo dejaba la convivencia con la señora Morales Vélez con el fin de intentar restablecer la relación conyugal con Carmen Tulia, pero él siempre volvía con la señora María Cecilia; en ese aspecto fue clara la testigo Grisales Ospina en indicar que después del año 2006 fueron muchas las veces en que Ricardo intentaba rehacer su relación con Carmen Tulia, ocurriendo la última de ellas en el año 2013, cuando el causante dejó la convivencia con María Cecilia para volver con Carmen Tulia durante varios meses, sin embargo, como en las otras oportunidades, después de varios meses, el decidió abandonarla definitivamente para irse donde María Cecilia, con quien estuvo hasta el final de sus días.

Conforme con lo expuesto, al haberse presentado una interrupción en el año 2013 en la convivencia entre el señor Ricardo Rivera Gómez, fallecido el 14 de mayo de 2015, y la señora María Cecilia Morales Vélez, evidente es que no se cumple el requisito de convivencia exigido a las compañeras permanentes en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003; motivo por el que no es posible reconocer a favor de la señora María Cecilia Morales Vélez la pensión de sobrevivientes que reclama, como acertadamente lo decidió la falladora de primera instancia.

Ahora bien, como se dijo líneas atrás, la señora Carmen Tulia Ospina y el afiliado fallecido contrajeron matrimonio el 23 de diciembre de 2000, vínculo éste que se mantuvo vigente hasta el 14 de mayo de 2015 cuando él falleció; siendo del caso recordar que en el interrogatorio de parte la demandante ad excludendum confesó que se había separado del señor Ricardo Rivera Gómez.
Ante este panorama y teniendo en cuenta la evolución de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en este tipo de casos, le correspondía a la señora Ospina acreditar cinco años de convivencia con su cónyuge en cualquier tiempo y que ese vínculo se mantuvo vivo y actuante hasta la fecha en que se produjo el fallecimiento del señor Rivera Gómez.
En cuanto al tiempo de convivencia, demostrado está que los cónyuges tuvieron una convivencia continua desde aproximadamente el año 1984 y el año 2006, cuando se produjo la separación entre ellos, acreditándose de esta manera los cinco años exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

Respecto al requisito consistente en que el vínculo entre los cónyuges se haya mantenido vivo y actuante hasta la fecha del deceso, si bien en el proceso quedó acreditado que el señor Ricardo Rivera Gómez y la señora Carmen Tulia Ospina después del año 2006 intentaron reactivar su relación conyugal en varias oportunidades, siendo la última en el año 2013, la verdad es que después de esa separación no se brindó información tendiente a establecer si ellos continuaban brindándose acompañamiento espiritual permanente o apoyo económico, es decir, que el vínculo matrimonial permaneciera vivo y actuante. No obstante, lo que sí quedó demostrado fue que la separación entre ellos se produjo por razones ajenas a la voluntad de la señora Carmen Tulia Ospina, más precisamente, fue él quien decidió abandonar el hogar que conformaba con ella para iniciar una relación marital de hecho con la señora María Cecilia Morales Vélez, al punto que cada que él quiso intentar restablecer le relación conyugal, ella, su cónyuge, siempre lo recibió con la esperanza de reconstruir su matrimonio.
Así las cosas, al quedar probado entonces que no fue voluntad de la señora Carmen Tulia Ospina separarse del señor Ricardo Rivera Gómez, tiene derecho a que se le reconozca como beneficiaria del afiliado fallecido y en consecuencia que se le reconozca el 50% de la pensión de sobrevivientes que dejó en suspenso la AFP Protección S.A., a partir del 14 de mayo de 2015, la cual equivale al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, teniendo derecho a que acrezca el valor de la mesada a partir del momento en el que los hijos menores del causante cumplan la mayoría de edad o eventualmente hasta cuando cumplan 25 años de edad si han continuado sus estudios.

De acuerdo con la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho la señora Carmen Tulia Ospina a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 14 de mayo de 2015 y el 31 de marzo de 2018, la suma de $13.197.708, advirtiendo que ninguna de las mesadas causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción.
En lo que concierne a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 solicitados por la demandante ad excludendum, se tiene que la AFP Protección S.A. al resolver la solicitud de reconocimiento elevada por la señora Ospina, decidió dejar en suspenso la definición de la misma ante el conflicto que se presentaba entre ella y la señora María Cecilia Morales Vélez, razón por la que solo hay lugar a ordenar su reconocimiento a partir de la ejecutoria de esta providencia y hasta que se haga efectivo el pago del retroactivo que la providencia ordena pagar.
Costas en ambas instancias a cargo de la señora María Cecilia Morales Vélez en un 100% en favor de la señora Carmen Tulia Ospina.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del circuito el día 30 de octubre de 2017, respecto a la señora CARMEN TULIA OSPINA.

SEGUNDO: DECLARAR que la señora CARMEN TULIA OSPINA en calidad de cónyuge supérstite del señor RICARDO RIVERA GÓMEZ es beneficiaria del 50% de la pensión de sobrevivientes causada con su deceso, a partir del 14 de mayo de 2015.

TERCERO: DECLARAR que la señora CARMEN TULIA OSPINA, tiende derecho a que se acreciente el valor de la mesada pensional a partir del momento en el que los hijos menores del causante cumplan la mayoría de edad o desde que cumplan 25 años de edad, si acreditan la condición de estudiantes.

CUARTO: CONDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar a favor del señora CARMEN TULIA OSPINA por concepto de retroactivo pensional causado entre el 14 de mayo de 2015 y el 31 de marzo de 2018, la suma de $13.197.708. 

QUINTO: Los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, correrán a partir de la ejecutoria de esta providencia y hasta que se haga efectivo el pago del retroactivo que en el ordinal anterior se ordena pagar.
SEXTO: CONDENAR en costas en un 100% a la señora MARIA CECILIA MORALES VÉLEZ en favor de la señora CARMEN TULIA OSPINA.

SÉPTIMO. CONFIRMAR la sentencia consultada en cuanto negó las pretensiones incoadas por la demandante MARIA CECILIA MORALES VÉLEZ.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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